
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO JAVIER NEMER, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

El suscrito, diputado Ernesto Javier Nemer Álvarez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en 

los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, 

numeral 1, fracción I, y 77, numeral 1, fracción II, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona 

un párrafo tercero, recorriéndose los siguientes en su orden, y se reforma el párrafo cuarto del artículo 28 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reconocimiento de los derechos de los 

consumidores, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

El reconocimiento jurídico de los consumidores como sujetos protegidos por la ley tiene sus orígenes en el 

derecho privado, principalmente ligado a una perspectiva liberal, sin embargo, en los últimos años, a partir de 

un conjunto de instrumentos internacionales y de diversas jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, el concepto ha evolucionado hasta convertirse en un asunto de interés público, toda vez que la 

protección de los derechos de los consumidores deriva en una protección del poder adquisitivo de los individuos 

y con ello en la estabilidad del ingreso y la economía familiar. 

Los instrumentos internacionales que ha suscrito el Estado mexicano y que establecen la obligación para éste de 

proteger los derechos de los consumidores son diversos, y cada uno ha significado un avance en la materia, a 

continuación, se desarrollan los aspectos más importantes de cada uno. 

1. Directrices de las Naciones Unidas para la Protección del Consumidor (ONU) 

El 16 de abril de 1985, las directrices fueron aprobadas por la Asamblea General de la ONU en su resolución 

39/248. En 1999, ampliadas posteriormente por el Consejo Económico y Social en su resolución 1999/7 y, 

finalmente, revisadas y aprobadas por la Asamblea General en su resolución 70/186 en 2015. 

En dichas directrices se plantearon los principios que establecen las principales características que deben tener 

las leyes de protección del consumidor, las instituciones encargadas de aplicarlas y los sistemas de 

compensación para que sean eficaces. 

Se previó que estas directrices sean aplicables tanto a los bienes y servicios producidos en el país como a los 

importados, sin interrumpir las barreras para el comercio internacional. 

a) Políticas nacionales para la protección del consumidor. 

b) Seguridad física. 

c) Promoción y protección de los intereses económicos de los consumidores. * 

d) Normas para la seguridad y calidad de los servicios y bienes de consumo. 

e) Sistemas de distribución de servicios y bienes de consumo esenciales. 



 

 
 

f) Solución de controversias y compensación. 

g) Programas de educación e información. 

h) Promoción del consumo sostenible. 

i) Comercio electrónico. 

j) Servicios financieros. 

k) Medidas relativas a ámbitos específicos.1 

Un antecedente importante de estas directrices es la Carta de protección Europea de Protección a los 

Consumidores, la cual desde 1973 reconoció derechos a los consumidores. 

2. La Carta Europea de Protección de los Consumidores 

En 1973, la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa emitió la resolución 543/73, en la que se reconocieron 

cuatro derechos fundamentales de los consumidores: 

a) El derecho a la protección y a la asistencia de los consumidores. 

b) El derecho a la reparación del daño. 

c) El derecho a la información y a la educación. 

d) El derecho de los consumidores a organizarse en asociaciones y a ser representados.2 

También es dable mencionar lo que establece el Pacto Internacional de Derechos Económicos publicado en 

1966 y suscrito por México en 1981, que en su artículo 11 en el reconocimiento del derecho a que el Estado 

garantice una mejora continua de las condiciones de existencia.3 

Estos instrumentos internacionales has sido firmados y retomados por diversos estados, y a partir de ello, se ha 

transitado por una protección paulatina de los derechos de los consumidores. Un ejemplo claro es la forma en 

que se reconocen en la Constitución de la República de Colombia, la cual es un referente en América Latina, 

pues en su artículo 334 estableció la intervención del Estado (López, 2003: 9). 

“Artículo 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato 

de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, 

distribución, utilización y consumo de los bienes , y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 

economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 

mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los 

beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá 

fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En 

cualquier caso, el gasto público social será prioritario.” 

En el caso de México, el desarrollo económico tiene su sustento en los artículos 25, 26, 27, 28, 123, 131 y 134 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en estos se establecen las principales líneas para 



 

 
 

la planeación del desarrollo, el aprovechamiento de los recursos naturales, la tenencia de la tierra y los derechos 

de los trabajadores, en estos se define también al Estado como rector del desarrollo económico. 

Las grandes transformaciones tendientes a fortalecer el desarrollo económico del país han tenido su origen en 

las reformas que se han realizado al artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La primera de ellas se publicó en el Diario Oficial el 17 de noviembre de 1982 y consistió en adicionar un 

párrafo quinto, para establecer que el servicio público de banca y crédito sería prestado exclusivamente por el 

estado y no era objeto de concesión a particulares. 

El 3 de febrero de 1983 se publicó en el Diario Oficial la segunda reforma, mediante la cual se fijaron las bases 

actuales del artículo 28 constitucional, entre los aspectos más relevantes destaca la incorporación de la 

protección a los derechos de los consumidores. 

La tercera reforma se publicó en el Diario Oficial el 27 de junio de 1990, a través de ella se derogo el párrafo 

quinto de artículo y con la que se permite que nuevamente los particulares vuelvan a prestar el servicio de banca 

y crédito. 

El 20 de agosto de 1993 se publicó en el Diario Oficial la cuarta reforma, por la cual se modificó el párrafo 

cuarto de dicho artículo y se adicionaron los párrafos sexto y séptimo para incorporar la figura del banco central 

como un órgano autónomo. 

La quinta reforma se publicó en el Diario Oficial el 2 de marzo de 1995 y tuvo como finalidad establecer que la 

comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en el párrafo cuarto 

de dicho precepto. 

Las reformas constitucionales citadas han sido muy importantes, pero por sus bondades y beneficios a la 

población, destaca la publicada el 3 de febrero de 1983, pues a través de ella se elevó a nivel constitucional la 

protección de los derechos de los consumidores, la cual dio origen a la Ley Federal de Protección al 

Consumidor el 22 de diciembre de 1975, la cual fue abrogada con la ley publicada en 1992. 

En 1992, el entonces Presidente de la República, Carlos Salinas de Gortari expidió la primera Ley Federal de 

Protección al Consumidor en la que se promueve y protege los derechos de los consumidores, procurando la 

equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. 

“Artículo 1 . ... 

... 

Son principios básicos en las relaciones de consumo: 

I. La protección de la vida, salud y seguridad del consumidor contra los riesgos provocados por prácticas en 

el abastecimiento de productos y servicios considerados peligrosos o nocivos; 

II. La educación y divulgación sobre el consumo adecuado de los productos y servicios, que garanticen la 

libertad para escoger y la equidad en las contradicciones; 

III. La información adecuada y clara sobre los diferentes productos y servicios, con especificación correcta de 

cantidad, características, composición, calidad y precio, así como sobre los riesgos que representen; 



 

 
 

IV. La efectiva prevención y reparación de daños patrimoniales y morales, individuales o colectivos; 

V. El acceso a los órganos administrativos con visitas a la prevención de daños patrimoniales y morales, 

individuales o colectivos, garantizando la protección jurídica, administrativa y técnica a los consumidores; 

VI. El otorgamiento de facilidades a los consumidores para la defensa de sus derechos; y 

VII. La protección contra la publicidad engañosa y abusiva, métodos comerciales coercitivos y desleales, así 

como prácticas y cláusulas abusivas o impuestas en el abastecimiento de productos y servicios.”4 

Es importante establecer en nuestra Carta Magna los derechos de los consumidores y su protección de forma 

más amplia y completa de cómo se considera hasta ahora. Algunos de los tribunales ya han reconocido que los 

mismos tienen una base constitucional, como es el caso del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, quien ha emitido la siguiente tesis: 

“Derecho de los consumidores. Como derecho fundamental de base constitucional tiene una regulación 

legal, específica y protectora que el juzgador debe considerar al resolver los conflictos entre 

proveedores y consumidores que sean de su competencia para evitar abusos. 

Los actos de comercio se rigen por el código de la materia, las demás leyes mercantiles; y, de manera 

supletoria, el Código Civil Federal. Por su parte, el artículo 28 constitucional establece el principio de que la 

ley protegerá a los consumidores. Dicho precepto es la base de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 

así como de otro ordenamiento, cuyos propósitos son dar contenido y hacer efectivos los derechos 

fundamentales de los consumidores. Dicha ley es de orden público, interés social, de observancia en toda la 

República y cuyas disposiciones son irrenunciables; por lo que contra su observancia no puede alegarse 

costumbre, práctica o convenio en contrario. Dicho ordenamiento establece, entre otras, las definiciones 

de proveedor al igual que la de consumidor, los principios básicos de las relaciones de consumo, una 

serie de medidas cuya finalidad es tanto promover como proteger los derechos y cultura del 

consumidor; procurando la equidad y seguridad jurídica en las mencionadas relaciones de 

consumo. Por lo tanto, se trata de un microsistema por sus reglas protectoras específicas donde no rige de 

manera absoluta el principio de autonomía de la voluntad que opera de manera general en materia civil y 

mercantil; sino que está sujeto a normas imperativas protectoras de los derechos de los consumidores cuyo 

cumplimiento debe vigilar el Estado. Por lo tanto, cuando surjan conflictos entre proveedores y 

consumidores debe privilegiarse la aplicación de las normas protectoras cuando sean incompatibles 

con las normas civiles y mercantiles, con el propósito de prevenir abusos en las relaciones de consumo 

cuyos conflictos debe resolver la autoridad judicial en su ámbito de competencia. 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 

Amparo directo 513/2010. Sistema Único de Autofinanciamiento, S.A. de C.V. 21 de octubre de 2010. 

Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado García. Secretario: Benjamín Garcilazo Ruiz.” 

Registro No. 163370, Localización: novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXXII, diciembre de 2010, página: 1755, Tesis I.7º.C153C, 

Tesis Aislada, Materia (s): Civil. 

Además, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha ejercido sus facultades en diversos juicios de amparo a 

través de los cuales se ha acreditado fehacientemente que los derechos de los consumidores son reconocidos por 



 

 
 

la Constitución como derechos humanos y que el artículo 28 constitucional ampara a los individuos a 

organizarse para defender sus intereses. Se citan dos resoluciones que dan cuenta de ello: 

“Consumidor. El derecho a su protección tiene rango constitucional. Tras la reforma a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de febrero de 

1983, el Constituyente Permanente elevó a rango constitucional el derecho de protección al consumidor, y 

desde entonces prevé un mandato para que el legislador establezca reglas de protección al consumidor y 

reconoce el derecho de organización de los consumidores para la mejor defensa de sus intereses, lo cual 

responde a la situación de desventaja en que se encuentran como individuos aislados frente a los actores con 

los que interactúan en la dinámica del mercado, y al hecho de que existen derechos de los consumidores 

que, cuando son objeto de violación en masa o en grupo, adquieren mayor relevancia que lo que 

puedan representar las repetidas instancias de violación individual. En ese sentido, la Ley Federal de 

Protección al Consumidor da contenido al derecho social previsto en el artículo 28 constitucional, ya que en 

aquélla se atribuyeron a la Procuraduría Federal del Consumidor las facultades que se consideraron 

necesarias para que la protección del derecho de los consumidores sea eficaz y se establecieron los 

mecanismos para realizar dicha protección.” 

Amparo directo 14/2009. Corporación Técnica de Urbanismo, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2010. Cinco votos 

de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez 

Cordero de García Villegas y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 

Francisca María Pou Giménez y Fernando A. Casasola Mendoza. 

Amparo directo en revisión 4241/2013. Procuraduría Federal del Consumidor. 15 de octubre de 2014. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 

Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

2008636. 1a. XCVII/2015 (10a.). Primera Sala. Décima Época. Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 16, marzo de 2015, Pág. 1094 

Juicio ordinario mercantil nulidad absoluta del modelo de contrato denominado “póliza de garantía” y 

otras prestaciones. El derecho de protección a los consumidores, el cual constituye un derecho humano 

reconocido y tutelado por el artículo 28 de la Constitución Federal. Agrega que para alcanzar su objetivo 

se le dotó de las facultades previstas en las fracciones I, II y III del artículo 24 de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, para ejercer las acciones, recursos, trámites o gestiones que procedan, así como 

representar individualmente o en grupo a los consumidores ante autoridades jurisdiccionales, con el objeto 

de buscar el equilibrio en las interacciones de consumo. 

Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 

Amparo directo en revisión 4241/2013. Procuraduría Federal del Consumidor. 15 de octubre de 2014. Cinco 

votos de los Ministros Olga María del Carmen Sánchez Cordero, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar 

Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebollero. Secretaria: Rosa Marí Rojas Vértiz Contreras. 

De lo anterior se concluye que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar sea 

integral y sustentable, que favorezca la Soberanía Nacional y su régimen democrático, mediante los 

instrumentos y políticas que se lo permitan. 



 

 
 

Uno de los objetivos de cualquier gobierno es promover políticas públicas que en el marco de la ley den 

respuesta a las necesidades y demandas de la ciudadanía. En el mundo uno de los enfoques para la promoción 

de las políticas públicas de desarrollo económico, son las de promover “el consumo sostenible”, de tal forma 

que se cuide el entorno y se tenga como principal objetivo la erradicación de la pobreza; la satisfacción de las 

necesidades básicas de todos los miembros de la sociedad, en particular se deben aplicar en los sectores de la 

población rural y de los más pobres del país. 

Promover el consumo sostenible significa tener como principal objetivo la erradicación de la pobreza a través 

de la satisfacción de las necesidades básicas de todos los miembros de la sociedad, especialmente de la 

población rural y de los sectores más pobres del país, impulsando la no degradación del medio ambiente; la 

protección de la salud e integración física de los consumidores frente a productos o servicios; la garantía de 

accesos a la información adecuada y la compensación efectiva al consumidor, como parte de la justicia 

retributiva. 

Para lograr lo anterior, es necesario realizar algunas modificaciones a nuestro marco jurídico incluyendo nuestra 

Carta Magna, para consolidar plenamente los derechos de los consumidores y de los usuarios de bienes y 

servicios y su garantía. 

La Procuraduría Federal del Consumidor surgió de la necesidad de nivelar las desigualdades que existen entre 

los consumidores, que es considerado un sector débil, ante los proveedores, que son un grupo más fuerte, 

propiciando la convivencia armónica entre ambas clases, es decir, la actuación de la Procuraduría Federal del 

Consumidor es de un alto contenido humano y fue el mecanismo a través del cual que el Estado Mexicano 

interviene en la vida económica para proteger a los grupos sociales más desfavorecidos. 

No podemos entender al individuo en las relaciones económicas sin la protección en su integridad frente al 

Estado u otros particulares, ni tampoco comprendemos un esquema de protección a la integridad individual o 

colectiva, sin anteponer los Derechos Humanos. 

Los Derechos Humanos y la división del poder público y el mercado, integran un binomio en el que el marco de 

la economía permite establecer la tutela de los sujetos que intervienen en las relaciones económicas. El objetivo 

es que se permita un desarrollo económico con responsabilidad social. 

Al Estado, en general, le corresponde establecer en la medida de lo posible el bienestar general de los 

ciudadanos mediante acciones que le permitan desaparecer las desigualdades económicas; así como la defensa 

de los individuos de una colectividad, como lo establecido en la reforma al Código Federal de Procedimientos 

Civiles, en la cual se instauraron las acciones de grupo, entre los que se encuentran los consumidores. 

No obstante, para, que no existan criterios contradictorios, es necesario normar, además de que con ellos se 

lograría también adecuar nuestra Constitución a la realidad actual. 

La comisión sobre el Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas recomendó al Consejo Económico y Social 

aprobará el proyecto de resolución por la cual se amplían las directrices para la protección del consumidor de 

manera que se incluyan directrices sobre modalidades de consumo sostenible, misma que se aprobó en la 39ª 

sesión plenaria del 26 de julio de 1999, bajo la resolución 1999/7. 

Las citadas directrices tienen como principales objetivos para la protección del consumidor los siguientes: 

a) Ayudar a los países a logar o mantener una protección adecuada de sus habitantes en calidad de 

consumidores; 



 

 
 

b) Facilitar las modalidades de producción y distribución que respondan a las necesidades y los deseos de los 

consumidores; 

c) Instalar a quienes se ocupan de la producción de bienes y servicios y de su distribución a los consumidores 

a que adopten estrictas normas éticas de conducta; 

d) Ayudar a los países a poner freno a las prácticas comerciales abusivas de todas las empresas, a nivel 

nacional e internacional, que perjudiquen a los consumidores; 

e) Facilitar la creación de grupos independientes de defensa del consumidor; 

f) Fomentar la cooperación internacional en la esfera de la protección al consumidor; 

g) Promover el establecimiento en el mercado de condiciones que den a los consumidores una mayor 

selección a precios más bajos; 

h) Promover un consumo sostenible. 

Las necesidades legítimas que las directrices procuran son: 

a) La protección de los consumidores frente a los riesgos para su salud y seguridad; 

b) La promoción y protección de los intereses económicos de los consumidores; 

c) El acceso de los consumidores a una información adecuada que les permita realizar elecciones bien 

fundadas conforme a los deseos y necesidades de cada cual; 

d) La educación del consumidor, incluida la educación sobre la repercusión ambientales social y económica 

que tiene las elecciones del consumidor; 

e) La posibilidad de compensación efectiva; 

f) La libertad de constituir grupos u otras organizaciones pertinentes de consumidores y la oportunidad para 

esas organizaciones de hacer oír sus opiniones en los procesos de adopción de decisiones que las afecten; 

g) La promoción de modalidades de consumo sustentable. 

Adicionalmente, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), ya se ha ocupado 

de los derechos de los consumidores y ha emitido recomendaciones la sobre resolución de disputas y 

resarcimiento a consumidores. Mediante la creación de diferentes instituciones el Estado ha tratado de proteger 

los derechos de los consumidores y algunos usuarios de servicios. 

La Procuraduría Federal del Consumidor encargada de promover y proteger los derechos e intereses del 

consumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. 

Se considera que con independencia de que los derechos de los consumidores que ha consagrado el derecho 

internacional se consagren de forma amplia a nivel Constitucional, no se debe cerrar la puerta a la inclusión de 

nuevos derechos, es por ello, que se permita que en las leyes reglamentarias correspondientes se puedan 

ampliar. 



 

 
 

Por todo lo expuesto y para fortalecer el marco jurídico de protección a los consumidores, se propone, lo 

siguiente: 

1) Elevar a nivel constitucional la obligación del Estado de garantizar los derechos humanos de los 

consumidores y usuarios de bienes y servicios. 

Es importante señalar, dicha protección se señala a los usuarios de bienes y servicios, a efecto de que ninguna 

persona quede excluida de la protección constitucional bajo el argumento de que los usuarios de servicios no 

son consumidores. 

2) Establecer que la responsabilidad de la protección de dichos derechos estará a cargo de la Procuraduría 

Federal del Consumidor y de los organismos que por razón de especialización realicen funciones tendientes a la 

protección de los derechos de los consumidores, quienes integran el Sistema Nacional de Protección al 

Consumidor. 

3) Establecer que la Procuraduría Federal del Consumidor, será el órgano encargado de coordinar y normar el 

Sistema Nacional de Protección al Consumidor. 

Así mismo, la Procuraduría Federal del Consumidor, protege a todas las personas que son consumidores, es 

decir, derechos primarios mientras que otros antes solo se ocupan de la protección de un sector de la población 

como podrían ser los usuarios de servicios financieros. 

Además, de ser la única institución en el país con presencia en todo su territorio, al contar con delegaciones, 

subdelegaciones y unidades de servicios en las principales ciudades de la república. 

4) Establecer un mínimo de derechos de los consumidores a nivel constitucional, para adecuar nuestra Carta 

Magna a la realidad social y al contexto internacional, reservado su reglamentación específica a las leyes 

secundarias. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, quien suscribe, diputado federal del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional, somete a la consideración de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto 

Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, recorriéndose los siguientes en su orden y se reforma el párrafo cuarto, para quedar como sigue: 

“Artículo 28. ... 

... 

Los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios serán garantizados por el Estado. La 

Procuraduría Federal del Consumidor será la responsable de proteger dichos derechos, además será el 

órgano encargado de coordinar y normar el Sistema Nacional de Protección al Consumidor, en los 

términos que determinen las leyes reglamentarias. 

Las leyes fijarán bases para la que se señalen precios máximos a los artículos, materias o productos que se 

consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la 

organización de la distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones 



 

 
 

innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. Asimismo, 

establecerán los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, los cuales serán, la 

protección de la vida y la salud, la libertad de elección, el trato equitativo y digno, la educación para el 

consumo, la libertad de organización para el mejor cuidado de sus intereses, la compensación por los 

daños causados por los proveedores y ser representados debidamente ante las autoridades. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión contará con un plazo de 180 días a partir de la entrada en vigor del presente 

Decreto para realizar las reformas a la legislación secundaria que proceda. 

Notas 

1 Véase, Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, “Naciones Unidas Directrices para 
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/315388/Pacto_Internacion al_de_Derechos_Economicos.pdf  

4 Ovalle Favela, José, “Derechos del Consumidor”, Cámara de Diputados LVII Legislatura, UNAM, 2000, pág. 
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https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/56/t c.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2020. 

Diputado Ernesto Javier Nemer Álvarez (rúbrica) 
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